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Ministro de Seguridad Pública

Ciudad

Ref.: Similitud entre los términos arresto y prisión

Respelado Señor [/inistro:

Atendiendo la atribución consagrada en el numeral 5 del articulo 220 dela Carta [/agna, y lo dispuesto en el
numeral 1 del artículo 6 de la Ley N0,38 de 3'l de julio de 2000, "Que aprueba el Estatuto Orgánico de la
Procuraduria de la Administración, regula el Procedimiento Admínistrativo General y dicta disposlclones
especla/es", se da respuesta a la Nota N0,1469/DIASP/UASI/2024 de 8 de octubre de 2024, mediante la cual
eleva consulta " referente a cuanta similitud guarda eltérnino arresto y la palabra prisión" .

Esta Procuraduria, basada en el estudio y análisis del tema objeto de consulta, considera que los términos
prisión y arresto, sin constituir la misma figura jurídica, sí guardan similrtud, conforme el sentido que se
desprende de los artículos 52 y 54 del Código Penal, por cuanto que ambas sanciones refieren la existencra
de una causa penal, con una sentencia condenatoria en frme, emitida con apego al ordenam¡ento jurídico

nacional, e involucran la privación de libertad.

Es importante en primera instancia indicar, que la respuesta brindada a través de la presente consulta, no
const¡tuye un pronunciamienlo de fondo, o un criterio legal concluyente, que determine una posición

vinculante, en cuanto a lo consultado.

a

El principio de legalidad se encuentra consagrado en el articulo 18 de la Constitución Politica de Panamá,
concordante con el articulo 34 de la Ley No.38 de 31 de julio de 2000, que regula el Procedimienlo
Administrativo General, que a la letra enuncian:

"Atticulo 18. Los patticulares solo son responsaó/es anfe /as a utot¡dades por infracción
de la Constitución o de la Ley.

Los sevidores públicos /o son por esas m/smas causas y fambién por ertrufinitac¡ón
de funciones o por omis¡ón en el ejercic¡o de ésfas. "

Panamá, 21 de octubre de 2024
Nota C-234-24

Sustento iuridico de la Procuraduria de la Administración:

l, Del principio de legalidad.



Nota C-234-24
Pág¡na No.2

'Atlículo 34. Las aduac¡ones admin¡strat¡vas en lodas las entidades públ¡cas se
efectuañn @n aÍqlo a normas de infümalidad, imparcialidad, unifornidad, econunía,
celeidad y efrcacta, garant¡zando la realización opoftuna de la funcion admin¡stativa,
sin menoscabo del deb¡do prcceso legal, con objetividad y con apego al pñnc¡pio de

estida legat¡dad. ..."

Conforme este principio de derecho público, todos los actos administrativos deben estar sometidos a las

leyes, estableciendo así un límite a |os poderes del Estado, esto es que deben ejercerse con apego a la ley

vigente y la jurisprudencia. En otras palabras, el servidor público sólo puede hacer lo que la ley le permital,

'Asi pues, de una ledura de las drsposiobnes /egales anteriores, se puede conclui que

la frnalidad del princip¡o de estricta legal¡dad, es garantizar que la actuacion de las
autoidades públrcas se sujete a un conjunto de reglas y normas previamente

esfaólecdas, de foma tal que se evite toda arblraiedad o abuso de poder que puede

afedat a los adninistrados.'

Se desprende así, con meridiana claridad, que los actos administrativos emitidos por los servidores públicos

en el ejercicio de sus funciones, deben limitarse a lo permitido por la ley y que, en estr¡cto cumplimiento del
mandato constitucional, tal comportamiento revestirá y asegurará que el acto emitido se presuma igualmente
legal.

'Attículo 21. Nadie puede set ü¡vedo de su libefiad, sino en viíud de mandamiento
escrito de autoridad compelente, expedido de acuerdo con las formal¡dades legales y
por mot¡vo previamente del¡nido en la Ley, Los ejecutores de dicho nandan¡ento están
obligados a dar cop¡a de él al interesado, si la pidiere.

1 ' ,. . se puede conclui que la t¡nalidad del pinc¡pio de estícta legalidad, es garantizar que la actuación de las autot¡dades públ¡cas
se suiete a un coniunto de reglas y normas prev¡amente establec¡das, de forma tal que se ev¡te toda arb¡truiedad o abuso de poder
que pueda afectar a los admirisfrados'. Sentencia de 24 de septiembre de 2020 de la Sala Tercera de lo Contencioso Adm¡nistrativo
y Laboral de la Corte Suprema de Justicia de Panamá.

El reconocido jurista argentino, Roberto José Dromi, especialista en Derecho Administrativo, sost¡ene que "el
principio de la legalidad es la columna velebral de la actuación administrativa y por elb puede concebírselo
como extemo al procedimiento, constituyendo sinultáneamente la condición esenc¡al para su exisfencia.
Agrega que e/ mlsmo se determina juridicamente por la concunencia de cuatro condiciones que forman su
conterto: 1) delimitación de su aplicación (reserva de ley); 2) ordenación jerárquica de suleción de las normas
a la ley; 3) determinación de selección de normal aplbables al caso en co ncreto, y 4) precisión de los poderes
que la norna confiere a la Administración; (Derecho Administrativo, Argentina, libro 12 Ed, Hispania Libros-
2009, página 111).

Es importante señalar que la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo y Laboral de la Corte Suprema
de Justicia de Panamá, ha externalizado por medio de su jurisprudencia, decisiones judiciales refiriéndose al

importante principio de estricta legalidad, acentuando su finalidad, Al respecto, a través de la Resolución
fechada 10 de julio de 2019, manifestó lo siguiente:

ll. De la Constitución Política de Panamá.

El articulo 21 de la Carta Magna consagra el derecho a la libertad, en los siguientes términos:
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No hay pr¡sión, detención o anesto por deuda u obligaciones puranente civiles."
(Lo resaltado es del Despacho)

-A¡íículo 
23. Todo individuo detenido fuera de los casos y la foma que prcsuiben

esta Constitución y la Ley, será puesto en l¡beñad a pet¡ción suya o de otra persona,
nediante la acc¡ón de hábeas corpus que podrá ser mterpuesta inmediatanente
después de la detención y s¡n cons¡derac¡ón a la pena apl¡cable.

El hábeas cotpus tanbién procederá cuando exista una amenaza rcal o cieña contra
la libertad corporal, o cuando Ia foma o las condiciones de la detención o el lugar en
donde se encuentra la persona pongan en Nligro su intqridad física, mental o
morel o infiinja su derecho de defensa. "

(Lo resaltado es del Despacho)

Para la protección de las garantías fundamentales relacionadas con la libertad individual y la integridad
personal de los detenidos, el artículo 23 ibidem establece la figura del hábeas corpus, en sus modalidades
de reparador (en caso de detenciones ilegitimas ya efectuadas), preventivo (para evitar la ejecución del orden
de detención) y conectivo (para examinar si las condiciones de la detención o si es abusivo el trato recibido).

lll, Del Código Penal.

El artículo 50 del Código Penal establece los tipos de sanciones apl¡cables a quienes resulten responsables
de un hecho previamente descrito en la norma, conforme declare la autoridad competente, dentro de un
proceso que respete las garantías fundamentales. Entre las penas principales, privat¡vas de la libertad, se
encuentran la prisión y el arresto de fines de semana.

La pena de prisiónr, según el artículo 52 ibídem ," consiste en la pr¡vación de la libertad personaly se cumplirá
en un centro penitenciario de la juisdicción del Estado panameño" . Dando lugar a muy pocas dudas respecto
al alcance de ese concepto,

El arresto de fines de semana, conforme el artículo 54 idem, "consisfe en el internamiento del sentenciado a
un centro penitenciario por un periodo de cuarenta y ocho horas, las cuales serán cumplidas de acuerdo con
las circunstancias de cada caso, entre las seis de /a tarde del v¡ernes y /as seis de la mañana del lunes
siguiente" .

2 
" Detenc¡ón: AÍesto provisional'. CABANELLAS DE TORRES, Gu¡llermo. Dicc¡onario Juríd¡co Elemental. 1993. '11ma edición.

Editor¡al Hel¡asta S.R.L. pp.104.

D¡sponible en: httpsJ/www.pensamientopenal.com.arlsystem/files/201S/01/doctrina34261 .pdf
3 "PrisiÓn: Pena de pivac¡ón de libedad, ¡nfeior a la reclus¡ón y supeior a la de arresto" . CASADO, lt4aría Laura. Diccionario
Juridico. 2009.61a Edic¡ón. Vallena Edic¡ones S.R.L. pp.663.
Disponible en httpsr/drive.google.com/file/d/18ff8vqzlRq l kn-N-hBD_syZWsr3Cmph/vtew

La excerta precedente, ampara la libertad física de las personas y dtcta los parámetros que han de cumplirse
para afectarla, a saber:
o Mandamiento escrito de la autoridad competente;
o Expedido de acuerdo a las formalidades legales; y
o Motivos previamente definido en Ley.

En el último párrafo del artículo 21 en comento, se contempla la prisión, detención2 o arresto, y prohíbe la
ocurrencia de las mismas con motivo de causas civiles.
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Ahora bien, estima este Despacho que los términos prisión y arresto+, sin constituir la misma figura juridica,

sí guardan sim¡l¡tud, conforme el sentido que se desprende de los articulos 52 y 54 del Código Penal, por

cuanto que ambas sanciones representan la existencia de una causa penal, con una sentencia condenatoria
en firme, emilida con apego al ordenamiento juridico nacional, e involucran la privación de libertad.

Cabe destacar que la expresión arresto, es usada popularmente en forma indistinta con el vocablo detención,
que constituye una medida cautelar, que perm¡te reskingir la libertad personal del individuo, al tenor del
a¡ticulo221y el numeral 10 del articulo 224 del Código Procesal Penal.

En otro aspecto mencionado en elescrito, la palabra condena5 alude a la sanción penal impuesta al individuo,
como sustenta la expresión "a quien ha sido condenado o esté cumpl¡endo una pena" (artículo 65 del Código
Penal), "es reincidente qulen después de haber cumplido una sentencia condenatoria sea declarado
responsable por la elecución de un nuevo hecho punrble" (articulo 89 del Código Penal), y "Nadie puede ser
condenado a una pena.. . sin juicio previo" (articulo 2 del Código Procesal Penal).

lV, De la Ley General de armas de fuego, municiones y mater¡ales relacionados.

La Ley N0,57 de 20'1 10, en los artículos 12, 27 y 56, relevantes a esta consulta, eslipula:

'Artículo 12. Prohib¡c:tón de pofte y tenencia. Se prohibe la tenencia y pofte de armas
de fuego a las siguienfes personas:

Las cordenadas pot un tibunel conpetente por delítos contra la v¡da y Ia
integidad personal, dehtos contra la libeftad, delitos contra la libeftad e
integidad sexual, del¡tos contra el orden juridico familiar y el estado cívil, delitos
contrc el patñmonio económ¡co, del¡tos contra la seguridad colectiva, delitx
contrc la personal¡dad jurídica del Eslado y delrtos contra la hunanidad. En
eslos casos, la autoridad competente deberá notificar ¡nmediatanente a la
DIASP de la respectiva condena.

(Lo resaltado es del Despacho)

'Atticulo 27. Rechazo y suspension de la solicitud. La sol¡c¡tud de resuelto cono
conerciante distribuidor de armas de fuego, mun¡ciones, mateñales relac¡onados,
cañuchos y arnas o adículos no lefales será rechazada en los casos s,gulertesj

Cuando alguno de los m¡enbros de la junta d¡rect¡va , dignatarios, acclorlsfas o
el representante legal de la pe§ona jurid¡ca haya sido condenado por la
conisión de cualquiet delito doloso, nediante sentencia en firme, con pena
de prisión de dos o más años.'

(Lo resaltado es del Despacho)

a'Areslo: Acto de autoñdad competen te de aprchender a una persona, de someteña a pr¡sión o en casa de custodia, por breve
t¡enpo, por causas co¡eccionales o Wnales y con motivo de habe§e comprobado una inftacción o de tener sospechas fundadas
de que se ha comet¡do una trasg¡esión al orden iurídrbo". CASADO, María Laura. D¡cc¡onario Juridico. 2009. 6ta Edición. Vallena
Ediciones S.R.L. pp.83.
5 'Condenet: Pronunc¡ar el ¡uez sentenc¡a ¡mpon¡endo al reo la pena conespond¡ente at dettto o falta cometida'. CABANELLAS
TORRES, Guillermo. Op. Cit. pp.66,
6 Ley No.57 de 27 de mayo de 2011, "General de armas de fuego, munic¡ones y materiales relacionados". Publicada en la Gaceta
Oficial 26.795-8 de 30 de mayo de 2011.

2.
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'Articulo 56. Negaclón, suspens¡ón o cancelación. La D/ASP poüá, mediante

resoluc¡ón mottvada, cancelar, negar o suspender el certtficado de tenencia o la licencia
de po e de arma de fuego en cualesgu¡era de las sigu¡entes c¡rcunsfancias
5. Condena delt¡tular deldocumento a pena privativa de la libeñad dicteda Nt

auto r id ed judi c i al c o ñ pete nte.
..." (Lo resaltado es del Despacho)

Los artículos ut supra, n¡egan el acceso a la tenencia y porte de armas, y l¡cenc¡as de comerc¡ante distribuldor,
a las personas naturales vinculadas en los términos establecidos en la norma, que hayan sid0 condenadas

almente Ia comisión de delitos , a través de sentencias proferidas por los tribunales iudicialesT
competentes , es decir del ano Judicial, al cual no pertenecen los Jueces de Paz y Mediadores
Comunitarios, establecidos en la Ley N0.112 de 19748 y sus modificaciones.

Luego de este prolijo análisis juridico del tema obleto de su consulta, este Despacho concluye que los
términos prisión y arresto, sin constituir la misma figura jurídica, si guardan similitud, conforme el sentido que
se desprende de los artículos 52 y 54 del Código Penal, por cuanlo que ambas sanciones refieren la exístencia
de una causa penal, con una sentencia condenatoria en firme, emitida con apego al ordenamiento juridico
nacional, e involucran la privación de libertad.

Atentamente,

Gon Mo rl
Procurador de la Administración

RGM/drc

c-219-24

c.c, Licenciado
Juan Antonio Herrera V.

Director lnstitucional en Asuntos de Seguridad Pública
Min¡ster¡o de Segur¡dad Públ¡ca

7 'Judicial: Que se refiere a la adm¡n¡strac¡ón de justaia o que se desaffolla en un ju¡cio". CASADO, Maria Laura. Op. Cit. pp.482.
e Ley N0.112 de 30 de diciembre de 1974, "Por la cual se regula el ejercicio de la justic¡a administrativa polic¡al en l;s distritos de
Panamá, San Miguelito y Colón y se dictan otras disposiciones". Publicada en la Gáceta Of¡cial No.17769de28deenerode1975.
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De esta manera se da respuesta a su solicitud, reiterándole que la opinión aquí ve(ida, no constituye un
pronunciamiento de fondo, o un criter¡o concluyente que determine una posición vinculante, en cuanto a lo
consultado.
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